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INTRODUCCIÓN 

Las consecuencias jurídicas del delito son un tema cuyo 
estudio, hoy en día se hace impostergable; tanto en impor­
tancia como en actualidad político-criminal y penal. En el 
Perú, a diferencia de otros países como España por ejem­
plo, no se han escrito tratados acerca de las consecuencias 
jurídicas del delito y en los cursos universitarios de dere­
cho penal de las principales facultades peruanas, o no se 
las han abarcado como debe ser o se les han abordado 
desde una perspectiva simplista y hasta confusa respecto 
de su naturaleza, importancia y alcances. Este trab<1jo, no 
es más que un intento por sistematizar nuestros conoci­
mientos adquiridos como investigadores y ayudantes de 
docencia en nuestra corta vida de penalistas no constitu­
yendo, en modo alguno un trabajo acabado al respecto sino 
sólo una invitación para todos quienes pretenden estudiar 
derecho penal en el Perú y sobretodo hacer teoría dentro 
de nuestra realidad jurídica-penal, la cual nos empuja cada 
vez más a ser empíricos del derecho. 

Las consecuencias jurídicas del delito, definidas como 
todo aquello que se desprende de la verificación del delito 
como ente y de la relación de autoría que media entre éste 
y un sujeto el cual debe ser imputable (normativamente 
hablando a la vez que ser capas de discernimiento y voli­
ción), pueden ser clasificadas desde distintos órdenes. El 
más acogido por la doctrina nunca o casi nunca a estudia­
do a las consecuencias accesorias dentro de su análisis 
discursivo, centrándose de este modo en aquellas conse­
cuencias que nosotros vamos a denominar clásicas: penas, 
medidas de seguridad y responsabilidad civil. En este es­
quema las penas y las medidas de seguridad han sido las 
privilegiadas, tanto por tratarse de las consecuencias de 
estricto orden penal como por que la responsabilidad ci­
vil, en esencia, es sólo una consecuencia indirecta del de-

Este trabajo se elaboró sobre la base de uno anterior referido a la responsabilidad 
civil como consecuencia juríd1ca del delito, expuesto en el VIl Congreso de Dere­
cho Penal de la Universidad de Salamanca. Salamanca. España 1995 
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lito: depcndiemlo su verificación de la exi stencia de un 
daño en e l sentido civil. 

Rccientc mcnte. y a efectos de justificar la introduc­
ción del estudio de a lgunas consccuencias accesorias 

dcl delito cs 4ue sc cnsaya una clasificación distinta a 
la tradi cional y se fij a só lo en su co nte nido así como cn 
su prop,ísito: cconómico. Nosotros hemos asumido este 

criterio pues nos parccc müs favorabl e cn tanto preten­
dcmos de mostrar algunas peculi aridades de la respon­
sabi 1 idad ci vi 1 con respecto a las otras consecuencias clá­
sicas. es por ello ljli C hemos dividido nuestro trabajo en 
trcs grandcs grupos: teoría de las consccuencias jurídicas 
del delito , consccuencias jurídicas puniti vas y consccue n­
cias jurídicas ccon(ímicas del delito. 

DemJs es tú decir que todo razonamiento teórico es 
in(Hil si no es confrontado con la legi s lac ión vigente tanto 
o mús si omitiéramos el espíritu c ríti co en dicho razona­

miento . Es por estas razones quc encontraremos, constan­

temcntc, rcfc rcncias al C.P. peruano de 1991 (C.P.) e l mis­
nw que será comparado con la leg is lación penal española 
actual (CPE) y la vigente desde e l 24 de mayo de 1996, 
segú n la Ley OqpíniL·a 10/1995 del 23 de noviembre de 
19')5 tNCPE) a la vez que el ordenamiento procedimental 
y procesa l peruano t CPP/ C de PP ) y la Ley de Enjuicia­
rni <:n to Crimi11<ll de Espai1a (LECRIM). 

Finalmente quiero agradecer a todas las personas que, 

dirccta indirectamente. me han brindado su apoyo perso­
nal y académico para la rcalización de este pequeño traba­

JO; en especial a la Dra. Laura Zúñiga Rodríguez. Dr. Luis 

Arroyo Zapatero , Dr. Nicolüs García Rivas , Dr. César San 
Martín Castro y Dr. Víctor Prado Saldarriaga. 

1. TEORÍA DE LAS 

CONSECUENCIAS JURÍDICAS DEL DELITO 

l. La problem<Ítica y cuestionamiento respecto de las 
consecu encias jurídicas del delito poseen hoy, al decir de 

Hans Heinrich Jcscheck , el mismo rango científico que 

de sde sie mpre ha tenido la teoría del delito. ] Esta impor­

tancia dcri va dc la discusión propia de la que resulta la 

conJunción del delito (como concepto penal) , del delin­
cucntc (como suje to realizador de la norma penal-infrac­
tur del mandato o de la prohibición-) y de la sanción de la 
cu al dicho sujeto se hacc acreedor. En esta lógica , el qué 
se haga con dicho de lincuente (tratamiento del delincuen­
te ), la manera de al ca111.ar resultados positivos (respecto 

de las conductas que al derecho le interesa punir o desapa­
recer), e l modo cómo debe controlarse dichas conductas 

:mtisociales en base a un razonamiento preventivo y hasta 

canalizar los efectos patrimoniales de dichas conductas que, 

por efectos de un avance en la concepción é tico-social, 

merecen un reproche y por tanto un a sanción del grupo 
humano a la cual pertenecen dichos delincuentes. En po­
cas palabras, la manera cómo la sociedad va a convivir 

con los SUJetos que conociendo y pudiendo comprender el 
alcance ilícito de su comportamiento, en rel ac ión con la 
norma penal (tanto en su alcance típico-objetivo como 
subjetivo); materializan los actos que en abstracto dicha 

norma manda obedecer o prohibe. 
Las consecuencias jurídicas de l delito se centran pues, 

en un análisis previo acerca del control social y la lógica 

inmanente que le atañe (protección del ordenami ento so­

cial y los intereses que le incumbe n) . 
Como sabemos el control social definido como <<los 

diversos mecanismos mediante los cuales la sociedad 
ejerce su dominio sobre los individuos que la compo-

Las comecllellcias j11rídicas del de tilo e11 el derecho pe11al peruano 

nen», se estructura en dos niveles: e l informal o mecanis­
mos natura les de control social (Hulsman) y e l formal (no 
puniti vo y punitivo). 1EI control soci al formal punitivo (sis­
tema penal) se estructura necesariamente en base a una 
corroboración previa acerca del fracaso en el control y la 
protección de la sociedad (de sus intereses así como del 
mode lo social dominante) con los mecanismos informalcs 
o difu sos. De e llo , un sistema penal se estructura a partir 

de una lógica tripartita (generalmente aceptada) preven­
ción, represián y reparación del hecho punible. Sin em­
bargo previo a este esquema cstructurador del sistema pe­
nal se encuentra situad a lo que conocemos como Pol ítica 
C riminal (política de fines tendientes a e liminar o dismi ­
nuir la criminalidad) la que a su vez determina una Políti­
ca Penal (Política de medios rac ionalmente estructurados 
a fin de combatir el delito: son reglas jurídicas) . Luego , 
entonces , vamos a tener que los dos grandes in strumen ­

tos (medi os ) de Políti ca Penal. los cuales se materi a liza­
nín en la tutela del interés soci al en base a los fundamen­

tos de Política Criminal definidos por e l Estado; senín 
b;ísicamente dos: las penas y las medidas de seguridad 
(consecuencias jurídicas principales y directas del de­
lito) y una tercera -principal e indirecta- que es la res­

ponsabilidad c ivil , la misma que sólo se verificaní en tanto 
e xista un daño. La responsabilidad civil es pues una con­
secuencia jurídica del dar'ío civil y no del delito, como 
concepto jurídico. 

Así. encontramos que de dich<J lógica tripartita in­

formativa del sistema penal en base a reglas de Política 

Pe nal (determinados por Políticas Criminalcs de los Es­

tados ) sólo uno de los tres ex tre mos es es trictamente pu­
nitivas: la represiva; las otras dos puede n mo verse u lo 

largo de toda la política social del Estado y dentro de 
estas dos e l aspecto re paratorio -compensador es menos 
puniti vo ' En es te sentido s i dentro de un s istema penal 
encontramos normas reparadoras de los daños ocasi ona­
dos con el delito. en puridad, no dependerún direc tamen­
te de la comisió n de dicho delito sino de la natura leza del 
daño causado , el cual deber<Í ser civilmente relevante; y 

que por razones de tutela global y efectiva (criterio 

victimológico) debe ser ta mbi én abord ado por e l Dere­

cho Penal , tanto su stantivo como procesal.' 
11. De este modo es que resulta sustentable un esque­

ma de las consecuencias jurídicas del delito que nosotros 
vamos a ll amar lradicional; toda vez que van a estar cons­
tituidos por aquellas consecuencias que manifiestamente 
le atañen a la persona natural como sujeto de derecho (su­
je to de imputac ión normati va) y no a las personas jurídi­
cas . En este esquema dichas personas jurídicas al no tener 

capacidad volitiva ni conci enci a en la realización de los 

JESCHECK, H.H. Tralado de derecho penal. PMe general, Tomo 11. Granada: 
Comares, 1993. 4' ed. Pág. 1045. 
ZAFFARONI, Eugenio Raúl. Manual de Derecho Penal. Pan e General. Lima: Edi· 
ciones Juridicas, 1995. p. 31 
En este sentido las políticas preventivas en la comisión de hechos delictivos, pue· 
den formar parte de la Política Criminal. 
ESER. Albín. Acerca del renacimiento de la Víctima en el procedimiento penal. 
Tendencias nacionales e internacionales. En: De los delitos y de las víctimas (Va· 
rios aulores) Buenos A~res: Ad Hoc, 1992 p. 13·18. 
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comportamientos tipificados como 
delito o fa lla (hecho punible) , es 

decir no actúan con dolo o culpa 
(presupuestos de sanción penal de 

acuerdo a l principio de culpabi li­

dad) per se; sino que dichos com­
portamientos son rea li zados por personas (en sentido físi­
co) que las manejan , aprovechándose de e ll a y utilizándola 
en su favor. Es en es te sent ido que en nuestro s istema pe­
nal rige e l principio de societas delinquere non potes/ , po r 
lo que a dichos entes jurídicos no les ser;1 atribuible una 
sanción en sentido pena l sino unas de car:1ctcr civil (no 

rcparatorio ) o ad ministrativo. La vigencia es tas consecuen­
cias están dadas por la necesari a verificac ión de la respon­
sab ilidad penal del representante de dicha persona jurídi ­

ca quien , en su manejo, haya cometido a lgún hecho punible. 
Así. en e l derecho penal peruano a estas co nsecuen­

ci as jurídi cas se les ha venido en llamar accesorias. si­
guiendo los grandes modelos teóricos y legis lativos como 
e l Brasil e ro . Español ," y en términos genera les e l C P 
C olombi ano 7 

Esta consecuencias accesori as, así definidas, lo son 
entamo parten, a la vez, 
de la vcri ricación co n-

sumati va de l delito así 
como de la relación de 

autoría y res ponsabili­

dad pena l de l sujeto in­
fractor de la ley puniti­

va Juego de un proceso 
pe na l co nc luyente e n la 
co ndena de dicho suje­
to como autor del de li­

to (actuando en man ej o 

y represe ntac ió n de la 
perso na jurídica de la 

cual se in strumenta a 

e rectos de cometer e l 
de lito sea cual fu e re). En este sentido a dicho sujeto ha­
ll ado respo nsable (tanto penal co mo civilmente) se le 
i mpondr<1 a lguna de las consecuencias jurídicas princ i­

pales directas: penas o medidas ele seguridad -de ser el 
caso- fij adas en e l CP. Y s iendo e l caso de la ap li cación 
de una pena, respe tando siempre el princip io de legal i­

dad en el sentido de una preexistencia de la sanción en e l 
de liro que ha s ido objeto del proceso penal. 

Sin embargo, y toda vez que se respeta e l principio de 
societas delinquere non potes/, a la perso na j urídica que 

ha servido al condenado a fin de consumar el delito le se rá 
atrihuible a título de sanc ión (no penal) , una serie de me­

didas de o rden res tricti vo del derecho de e mpresa y de 
co mercio tales como, la clausura, la disoluc i(ln o la limita­
ción en su funcionamiento ( arl. 104 y 1 05 del CP del Perú ). 
De esta manera el legis lador pe ruano a pre ferido atenuar 
los erectos de la tes is de la defensa soc ia l sin llegar a optar 
por la de << nonintervention».' 

Sin embargo e l esquema de las consecuencias jurídi­

cas accesorias no resultaría comple to si no menc ioná ra­
mos a la confiscación y el conli.w. En este sentido, si la 

Véase el art . 48 del anteríor CP español vigente: comiso. confiscación y otras con­
secuencias jurídicas de orden restrictivo del derecho a la empresa y el comercio. 
El modelo españo l, al igual el peruano asimila al comiso lo que en Alemania seria 
la confiscación y el comiso, ambas diferenciadas en razón de su obieto: instrumen­
tos del delito y efectos del mismo 
Cl. Zúñiga RODRÍGUEZ. Laura. El nuevo eó<Jigo penal peruano. En: Anuario de 
Derecho Penal y Ciencias Penales. Tomo XLIV, mayo-agosto 1991. Pág. 516. 
JESCHECK, H.H. Ob. Cit. Pág. 1047 y ss. 

racionalidad de la accesoriedad de esta~ consecuencias 

jurídicas estaría sólo limitada por e l problema del factor 
atributivo de res ponsabilidad (que en el caso de la respon­
sabilidad penal y civil son el dolo y la culpa)entonces ni la 
con ll scación ni e l comiso estarí<.~n dentro de es te cat;ílogo. 

Si entendemos, tal como lo entiende la doctrina Alema­
na, al comi so como un n.:tiro expropia torio (diferente de la 
expropiación civil-real ) de los bienes instrumentos del deli ­
to y la confi scación como una de igual naturaleza que e l 
comiso pero fren te a la plusvalía del de lito (frutos del mts­
mo);'! entonces no sería correcto afirmar que éstas no pue­
den ser utili zadas en la sanción de delitos en cuya autoría 
no esté involucrada una pe rsona jurídica. Pensemos sólo en 

un delito de tráfico ilícito de drogas en donde e l sujeto acti ­
vo del mi smo, Juan Pérc; , utilice para la elaborac ión de l 
c lorhidrato de cocaína un laboratorio mu y moderno a valuado 
en un millún de soles y como producto de dicha e labora­
ci(m y comerc io a obtenido una ganancia líqu ida de 200 
millones de soles (la cual guarda en un b;mco local) y tenga 
una serie de propiedades inmohiliari as y suntuarias por un 
valor de 100 millones ; ¿.acaso no se le podr;1 confiscar o 
decomisar dichos bienes y dinero, en tan to estas consecuen-

cias estún pensadas para 
la criminalidad de e m­
presas ''. Esto es la !so. En 
tanto ello, debemos en­

contr<lr que la razón de 
ex istenc ia de es tas con­
sec uencias accesorias no 
s(l Jo depende de una apa­
rente in sufici~ncia penal 
para la prevención y re­
pres ión de la criminali­
dad de empresas, stno 

que estún dadas a partir 
de una lógica funcitma l 
al sentido mi smo de las 

consec uenci as JUrídicas 
como mecan ismos de control soc ial. 

Así. las consecuencias jurídicas del delito. en nuestro 
s istema penal no sólo busca sancionar al suj eto hallado 

culpable sino que se in strumenta de mecanismo s acceso­
rios de cont ro l que hacen que el suje to infrac tor de la ley 
punitiva inte riorice e l costo (socia l y ecomímico) de su 

comportamiento, ya sea que delinca a través de una perso­
na jurídica o convirti endo e l frut n de .sus acc iones e n bi e ­
nes de apare nte licitud en su origen. 

De este modo. estas consecue ncias jurídicas se mat e­

rializarán no ele manera autónoma sino como su nombre 
lo indica; de modo accesorio , buscando siempre que e l 

sujeto infrac to r de la ley penal inte riorice e l costo de sus 
ac tos: perd iendo Jos efectos patri monia les de su acción 
típica, antiju ríd ica y cu lpable u ocasionando la limitación 
en las funciones de la empresa o pe rsona jurídica que le ha 

servido pa ra sus propósitos. 
En este sentido, la accesoriedad de las consecuencias 

jurídicas resulta distint a a la accesoriedad de las penas. en 

tanto que e llas no comparten e l mi smo esquema rmalísti co 

en su concreción procesal ( fin-obj eto ) dado que las pri-

l a doctrina alemana clasifica las consecuencias jurídicas del delito en penas. me­
didas y consecuencias accesorias ... como penas( .. . ). la privativa de li ber1ad. pe­
cuniarias y la proh!J~ión de conducir. Como medidas(. . .). las de mejora y seguridad. 
la confiscación del lucro ilicitamente obtenido. el comiso de los instrumentos del 
delito y la inutilización de impresos ( ... ). como consecuencias accesorias ( ... ). la 
inhabilrtación para cargo público y para el derecho de sufragio tanto activo como 
pasivo. Cl . JESeHECK, H.H. Ob. Cit. Pág 1045. 

MtGl!EL RAFAEl. Pt:KEZ ARROYO 



meras se estructuran en hase a un razonamiento de 
complcmentariedad en la prevención positiva y las segun­
das en base a un razonamiento de suplementariedad. Es 
decir. siendo la pena la consecuencia jurídica principal más 
importante. su eficacia dependerá del grado de imposi­
ci(ín de la misma en atención a la naturaleza del delito y 
las condiciones especiales del autor. Vale decir, que cada 
vez que se condene con una pena como sanción al autor 
de un delito cualquiera. se le podrá imponer una (de las 
consignadas en el art. 2~ del CP peruano) de obligatoria 
oh.,crvancia (aún cuando se suspenda la ejecución -de tra­
tar'L' de privaci(ín u<.: la lihertau-) y otra que depenuerá 
del grado de complc.jidad que revista el hecho punible y la 
calidaJ del autor (Verh. la inhabilitación a un Funcionario 
Público). respetando siempre el principio de Jegaliuad. De 
este modo dicha pena accesoria resulta complementaria a 
la pena principal. constituyendo ambas, consecuencias 
punitivas de alcance represor. Esto no ocurre con las con­
secuencias accesorias cuya vigencia e incorporación Jen­
tro del esquema de consecuencias juríJicas del Jelito, re­
sultan de un criterio de suplementarieJad en base a la 
natura!C/a del hecho punible y Je la especialidad en Jos 
mcdim comisivos del mismo, y de modo secundario. del 
autor. Las consecuencias accesorias no buscan sino el evi­
tar la utilización reiterada de un instrumento del delito así 
como el saneamiento del patrimonio del delincuente que 
hallado responsable penal. pretende escapar al control de 
la Ley. Las consecuencias accesorias escapan a los clási­

uls esquemas represivos del Jerecho penal y constituyen 
formas suplementarias de control. 

111. Por otro lado. resulta interesante la incorporaciún 
a la doL·trina de un criterio clasificatorio Je las consecuen­
ci~ts jurídicas del delito que no atienda a lo principal o 
accesorio. ni a Jo directo o directo sino sólo al contenido 
Jc las mismas: consecuencias punitivas y económicas.'" 
El fundamento para la estructuración de este esquema 
consecuencia! Jel delito Jo encontramos en Jo disímil y 
confuso que resultan las diversas formas de tratamiento 
Je Jos efectos jurídicos del delito y del delincuente a la 
ve1. que en la necesidad de una progresiva unifonnización 
de dichas consecuencias jurídicas a efectos de construir 
un sistema sancionador y de tratamiento delincuencia! en 
sentido universal. Esto último resulta contundente en el 
tratamiento de Jos efectos del delito económico (delitos 
fiscales, contra la competencia, etc.), del delito ambiental 
y otros en donde el delincuente atenta contra los bienes 
jurídicos de interés general-universal." En este sentido ten­
dríamos un esquema distinto a lo que páginas anteriores 
hemos trabajado. el mismo que se definiría como uno Je 
consecuencias punitivas clásicas: penas (todas las del ca­
tálogo del art. 28 del CP. a excepción de la multa) y 
mediJas de seguridad: y por el otro lado a las consecuen­
cias jurídicas económicas: multa, confiscación, comiso y 
responsabilidad civil. En este sentido, creemos, se sería 
más coherente con el propósito mismo de control social 
de la cual es partícipe toda la teoría de las consecuencias 
juríJicas del delito: estructurándose Je esta manera un es­
quema consecuencia! acorde con la lógica de un sistema 
penal tripartito: preventivo, represivo y reparador. 

10 En el extremo de las consecuencias Jurídicas-económicas del delito se ubican la 
multa. la confiscacion, el comiso y la responsabilidad civil. Al respecto. un ensayo 
muy tentador está dado por Isabel Maguelone Zoder. Cf MAGUELONE ZODER. 
Isabel. Las consecuencias juríd1cas económicas del delito. En Reflexiones sobre 
las consecuencias jurídicas del delito Rosario Diego Díaz-Santos y Eduardo A 
Fabián Caparrós (Coord) Madrid: Tecnos,1995, Pág. 163-188. 

11 Esto es más saltante cuando consideramos los efectos de la globalización de la 
economía As1m1smo cuando hablamos de los crímenes 1ntemacionales y otras 
formas de cnmmalidad en donde la peculiaridad del s1stema consecuencia/ del 

Las consecuenciasjurídicas del dclilo en el derecho pena/peruano 

IV. De todo Jo anteriormente expuesto, el concepto 
mismo de las consecuencias jurídicas del delito cae por su 
propio peso y este es definido como las cargas de orden 
penal y civil (reparatorio) producto de la verificación de la 
responsabilidad en esos extremos; y de modo accesorio, si 
la naturaleza Jel delito así como del modus operandi del 
sujeto hallado responsable Jo permite, también se impon­
drún sanciones de orden civil (no reparatorio) como admi­
nistrativo (las cuales en conjunto -las acce>orias- son res­
tricciones al derecho de propiedad y al eJercicio del derecho 
a la empresa y el comercio). Dichas carga>, comisten pues. 
en tener que enfrentar las consecuencias Jurídicas del deli­
to. de modo coactivo. 

De manera estricta, se trata de dos conceptos corre­
lativos: las consecuencias son el contenido o peso de la 
carga que el responsable ha de afrontar. La responsabili­
dad es la situación legal en que una persona se ve inmersa 

para asumir esas consecuencias como la carga de su obrar. 
Responsable es aquel que actuando sin causa que JUstifi­
que su obrar, carga con las consecuencias jurídicas Je su 
acto. Esta responsabilidad tiene un sentiJo netamente le­
gal y procesal, a ella se llega vía condena en la sentencia 
como conclusión del discernimiento procesal del Juzga­
dor-'' Las consecuencias jurídicas del delito son pues los 
conceptos jurídicos y no naturales, que se materializan a 
través coerciones legales una vez que se ha verificado la 
realización de un tipo penal, de un delito. Para ello debe­
mos estar a un criterio consumativo de acuerdo al bien 
juríJico que se pretende tutelar así como a las fónnulas Je 
protección penal que el legislador ha elegido para prote­
ger dicho bien JUrídico. Así, si concebimos un determina­
Jo bien jurídico protegible Jesde esta perspectiva, 11 debe­
mos verificar su lesión o puesta en peligro, la idoneidad 
del sujeto activo -a fin de ser real consumador del ilícito 
(delitos comunes o especiales)- y de modo muy importan­
te la relación de causalidad que debe existir a fin de impu­
tar responsabilidad ya sea criminal como civil. 

2. lAS CONSECUENCIAS JURÍDICAS 

DEL DELITO EN EL SISTEMA PENAL PERUANO 

Al margen de lo arbitrario que pueda parecer, a partir de 
este momento, nuestro trabajo: toda vez que no vamos a 
respetar la estructura consecuencia! del delito en el sistema 
penal peruano, tal y como lo recoge el Código Penal, Jo que 
pretendemos es que este trabajo no sea una discusión aca­
balla sobre el tema; siendo sólo un material de rellexión 
para quienes se aventuren a tratarlo con mayor holgura. De 
esta manera vamos a optar por un esquema -opción ya ade­
lantada- a nuestro juicio, más interesante por su propuesta 
universalizante: consecuencias punitivas y consecuencias 
económicas del delito. A la vez, vamos a elegir dentro de 
cada una de ellas sólo a las que creemos más relevantes. 

l. Las consecuencias jurídicas punitivas del 
delito: penas y medidas de seguridad, 
Tradicionalmente cuando se abordan temas como las 

Penas y las Medidas de seguridad se hace desJe un pers­
pectiva netamente penolológica (respecto de las penas y 
de las bases de la punibilidad) a la vez que de criterios 

delito de un determinado país ru.&o.N contra el pr"1ncipio de defensa de los bienes 
jurídicos universales. Cf. VILLAVICENCIO TERREROS, Felipe. Lecciones de De­
recho PenaL Ltma. Cusco. 1990. Pág 83. 

12 Cl FERNÁNOEZ CARRASQUILLA, Juan. Derecho Penal Fundamental, Tomo 11. 
Bogotá: Themis, 1989. Pág. 441. 

13 El bien jurídico es definido con mayor éxito y mejor, por Juan Bustos Ramírez: "es 
una fórmula nonnativa sintética concreta de una relación soc1al determinada y dia­
léctica". Cf BUSTOS RAMÍREZ, Juan. Manual de Derecho Penal. Parte GeneraL 
Barcelona· Ariel,1989. Pág.155. 



PENAL 

ascgurativos de los infractores pe­
nales. Nunca, o muy poco, desde 

la perspectiva netamente del amí­
lisis de las consecuencias jurídi­

cas del delito. 

Como ya quedó demostrado 
el esquema de protecci6n penal (sistema penal) siempre 
se estructura en base a una triada de lógica normativa: 
represión, prevención y reparación. De estas tres las ne­
tamente penales, o las que surgen de la relación esta­
do-delincuente son las dos primeras, siendo la primera 
por excelencia de índole penal. En este sentido cabe ha­
cer un análisis previo respecto de las penas como conse­

cuencias jurídicas del delito. 

LAS PENAS 

La pena, es la consecuencia jurídica por excelencia de 
la comisión de un delito. Está regulada en nuestro Código 
Penal peruano en el artículo 28°. Para el sistema penal 

peruano. son penas: 
-La privativa de libertad; 
-Restrictiva de libertad; 
-Limitativa de derechos; y 
- Multa. 14 

El concepto de la pena así como la justificación y sus 

fundamentos son temas que han sido harto debatidos a lo 
largo de toda la historia del derecho penal. 

Lo que podemos decir de la pena, siguiendo a Loren­
zo Murillas Cuevas, es que no sólo es un castigo, ni me­
dida correccional, sino que su alcance mínimo es el de 
una medida de carácter represivo, en cuanto supone la 
imposición de un mal (en sentido jurídico) por un delito 
cometido. Esto implica necesariamente que la función o 
el fin esencial de la pena sea la retribución. Así, no es 
una consecuencia que nace del legislador sino, estando 
prevista por la ley (principio de legalidad) serán los tri­

bunales los que se encarguen de materializarla en contra 

del sujeto que ha cometido el delito. 15 

Desde este punto de vista la pena supone la actuali­

zación de la consecuencia jurídica más grave dentro del 
esquema de las que se desprenden del delito. Siendo su 
presupuesto el delito (no cualquier otra forma de infrac­
cirín) su imposición supondrá la actuación de órganos 
designados por la constitución del estado (no existen 
penas impuestas por la administración) es decir, los _¡uc­

ccs y cortes penales. 
A su vez el concepto formal y de orden taxativo del 

mencionado artículo 28 del Código Penal peruano, nie­
ga la condición de penas u otras medidas restrictivas de 
derechos que se pueden verificar a lo largo de un proce­
so penal; tales como la detención preventiva, el embar­
go, ctc. 1

(¡ 

Respecto de los fines de la pena, así como el conteni­
do rctribucionista de la misma, se deben diferenciarse a 
los fines de la misma (en abstracto y en concreto) y las 

14 Dado que a la multa la vamos a estud1ar dentro de las consecuencias jurídicas 
económicas, nos reservamos el comentario de ésta para la parte que le corres­
ponda. 

t5 MORILLAS CUEVA, Lorenzo. Teoría de las Consecuencias Jurídicas del Delito 
Madrid: Tecnos. t99t. Pág.15. 

16 Lo antes mencionado se corrobora por lo sostenido en la doctrina frente a la mis­
ma situación respeto al ordenamiento ¡urídico-penal español. Cl. GARCÍA-PABLOS, 
Antonio Derecho Penal. Introducción. Madrid: UNCM, t995. Pág.t6. 

t7 MOURILLA CUEVA. Lorenzo. Ob. Cit. Pág.18-38. 
t8 VILLAVICENCIO TERRERO. Felipe Ob. C11. Pág. 36 
19 ZIPF. Hetnz. Introducción a la Política Criminal. Jaén Editorial Revista de Derecho 

Pnvado. t979 Pág 1-4/ DE SOLA DUEÑAS. Ángel. Política Soc1al y Polit1ca Cri­
minal fu: R BERGALLI y J BUSTOS RAMIREZ (eds). El Pensamiento 

teorías que la sustentan; por un lado y por el otro, el mi>­

mo contenido rctribucionista de la pena y la consecuente 
ideología preventivo general y especial de dicha institu­

ción. Con esto se plantea el abandono ~o el deterioro- de 
las ideas de rcsocialilaci(m y de tratamiento que deberí~t 

tener la pena17 como consecuencia jurídica del delito. 
En un primer plano, tenemos que el fin de la pena en 

sentido abstracto se construyó a partir de pensamientos 
netamente retribucionistas que se inspiraron en postu­
lados cristianos y de filosofía kantiana. de esta manera se 
sostuvo que la pena es la respuesta a la culpabilidad moral 
del sujeto que se comporta de manera antisocial o vulne­
rando la máxima kantiana <<hacer lo que debería ser regla 
para todos» «obra de 1111 modo que 111 collljJOrtwniento 
pueda ser obsen•ado por todos, incluso enjái'Or tuvo», 
de este lado la fundamentación ética (a cargo de Kant) se 

complementaba con la fundamentación jurídica (a cargo 
de Hegel) para sustentar el postulado absoluto respecto 
del fin de la pena: <da pena es la respuesta a la culpabili­
dad del sujeto» pretendiendo con ella la realización de la 
justicia en sí misma. Sin embargo, como sostiene Roxin. 
en un estado social y democrático de derecho que man­
tiene separados lo moral con lo jurídico, estas teorías no 
tiene cabida." 

Posteriormente resaltaron las teorías relativas que 
JUstificaron a la pena en una sociedad de conflicto, asu­

miendo para ella fines específicos de acuerdo a la ideo­
logía de la cual emanaban. De este modo se distinguió a 

la ¡;rel'ención general.\' la ¡nn•encir!n opecial. 
Dentro del esquema de la prevención general se puede 

encontrar sub-niveles como el de la prevención general 
negativa y la prevención general positiva. Si bien es cierto 
ambas comparten la idea de intimidación como instrumento 
de política criminal tendiente a minimizar las acciones 
dclincucncialcs (postulados conceptuales de la política 
criminal como capítulo de la política social),''' ambas se 

diferencian, pues en tanto que la primera la utiliza como 

medio prevaleciente (intimidación pura. ex-ante y efecto 
animalizador del hombre) la segunda se mueve en un es­

quema de advertencia intimidatoria (afirmación positiva 
del derecho penal, como afirmación de las convicciones 
jurídicas fundamentales. ~0 En este sentido es claro que los 
fines de la pena según estas teorías relativas, son las de 
prevenir la comisión de los delitos en una sociedad de con­
tlicto como las que sustentan el liberalismo post-capitalista 
y en donde los derechos se defienden y definen en base a 
los intereses económicos de quienes detentan el poder 

político y el poder de definición de las conductas 

dclincuenciales. '' 
Por otro lado tenemos a las concepciones rclatit·as 

es¡Jeciales de la pena las que no se interesan por la 
publicitaci(m de los efectos de las conductas desviadas sino 
por la individualizaci6n del agente y su consecuente 
inocuización (a los no susceptibles de corrección) y co­
rrección (a los delincuentes ocasionales). 

Criminológico. Tomo 11. Estado yConlrol. Bogotá Temis.1983. Pág 247 
20 VILLAVICENCIO T .. Felipe. Ob Cit Pág. 37. 
21 En este sent1do se pronuncian muchos autores Jos cuales son segutdores de la 

llamada "teoria cnmino!óg1ca de la interpretación conflictiva de la sociedad (nueva 
crimmologia. marxista o materialista)". En este sentido se pronunctan: 
AVARINI, Massimo Control y dominación Teorías criminológicas burguesas y pro­
yecto hegemónico. México: Stglo XXI. editores. 1983 Pág. 93 y ss 
BARATTA Alessandro. Criminología crít1ca y crít1ca del derecho penal Méxtco St­
glo XXI. 1986. Así, los domtnantes, al detentar el poder la correspecttva func1ón 
legtslativa. entendtda como la función que !ten e el estado de formular las normas 
legales perttnentes que posibiliten la existencia pacífica de la sociedad. tiene un 
marco de def1n1ción cnminal cuya lógica se explica a partir de los conceptos de 
criminalización (primaria. secundaria y de ejecución penal). 

Mu;cEL RAFAEL P1\REZ ARROYo 



De e>ta manera llegamos a las teorías 111ix/ils de la pena 
las que pasan por un desarrollo dual. Por un lado , explica 
!:1 doctrin:1 ,22 la pena supondría (siguiendo a Roxin - smri­
do ."/imites de la lll'l/(1 estatal, 1966- ) tres fases a Jas que 
e l indi viduo debería enfrentar: conminación ( se inclina 
por pre vención general. en el sent ido que el derecho penal 
debe asegurar bienes jurídicos y el cumplimiento de las 

prestac iones pLthlicas en e l marco de la asistencia social), 
aplicación judicial (se inclina por prevención general , con 

el límite que la pena no debe sobrepasar la culpabilidad, 
reconociendo a la sentencia penal un cadctcr preventi vo 
espacial) y ejecución de la p e na (s e refiere a la 
resoc ializaci<Ín uel inui viduo uestacando el criterio pre­
venti vo especial sobre el general). 

Así, se conc luye con Bustos'' que una nue va concep­
ción de la pena: con mayor contenido social y democr~ti­
co debe ser dual en su considel·ac ilín: el primero referido 

al concepto mi smo de la pena y el segundo a la imposición 
de la misma. En primer orden se parte de la misma como 
una función histúrica de autoconstataci ón ideológ ica uel 

estado. As í. dentro de la perspecti va social y democrática 
postulada por Bustos, la función de la pena no puede ser 
otra que la protección del sistema social, que en al campo 
penal significa llltclar los bienes Jurídicos que se ha elegi­

do resguardar de las conductas antisoci ales que no com­
parten el mismo plan de vi da de qui enes tienen el poder de 
deci silín penal y que gracias a la formali zación de las con­
ductas ordenadas o prohibidas así como de las sanciones, 
canali zan e l conllicto soc ia l. En un segundo nivel (el de la 

imposición de la pena), si concebimos una sociedad en 
co ntlic to pero con régimen democrático; la finalid ad de la 
imposición de la pe na (como instrumento de la política 

penal del estado) no puede ir más allá del propio fin del 
indi viduo dentro de esa sociedad: aumentar su capacidad 
dt: libe raci ón así como de atenuación o resolución del con­
llicto, conllicto que no desaparece aunque los efectos del 
delito hayan desaparecido, 2~ reconociéndose de es ta ma­

nna el principio de co-rcsponsabilidad del Estado y de la 
soc iedad e n relación al sujeto que delinque. Principio, es te 

que el CP peruano recoge toda vez que su art. 45 ordena, 
a e fect os de la dosificación y aplicac ión de la pena; obser­
v;¡r las desigualdades personales y los estados de postra­
c ión social que hubi e re sufrido el inculpado al momento 
de cometer el ilícito penal. 

Ahora bien , el es tado actual de la cuestión, respecto 

de los fines de la pena en el derecho penal peruano está 
Liado por la relación de orden rund ante y limitativo que 

t:x iste entrt: el ordenamie nto jurídico penal y la Constitu­
ción del estado (en el caso de l Perú, la Constitución de 

1993). Como bi en apunt<J la doctrina , ex iste um profunda 
n; laci (m entre los fines pe rsegu idos por la penas y las ca­

racterísticas del estado en el que se imponen y despliegan 
sus efectos .~; Así. s i las características de l estado, así como 

sus funciones y detmís relaciones entre és te y los c iudada­
nos: en orden a l reconocí mi ento de los derec hos funda­

lllt: nta lcs de los c iudadanos a la vez que de las !!arantías en 

la administraci ón y ejecuci ón de la JUSticia, s;n definidos 
por la constituc ión entonces es lógico pensar que la mi s­
ma constitucilÍn establc!.ca los fin es que deben cu mplir 
las penas en tanto que estas constituyen supu es tos restric­

ti vos de dichos derechos fundamentales con el objeto de 

22 MATELLANEZ RODRiGUEZ. Nuria . Los lines oo la pena fu: Rellexiones sobre 
las co nsecu en~ias jurídicas del delito. Madrid: Tecnos. 1995. Pág. 27-28 

23 BUSTOS RAMIREZ. Juan. Bases cril icas de un nuevo derecho penal. Bogolá: The· 
mis. 1982. Pág 151 -185 

24 CL BUSTOS R . Juan. Ob. C11. Pág. 180 y ssJ VILLAVICENCIO T.. Felipe. Ob. Cn. 
Pág. 41 

Lus consccui'llcias _¡uridicas del delito en el den·cho ¡Jenal peruano 

preservar la seguridad ciudada na así como buscar i1llc!!rar 
al sujeto infractor a la sociedad de la cu al es parte. , . 

En orden a las carac te rísticas del Es taLlo peruano, de­
hemos mencionar al art. 4 3 de la Constitución el cua l 
define a l Estado peruano como, principalmente, social y 

democrático. En es te sentido es de considerar a un Esta­
do con estas caracte rísticas como partidario de un mode­

lo e l cual resu lta de una síntesis entre lo liberal y lo so­

cial. Aunque aparentemente co ntrad ict o rio s. hoy se 
sostiene que ambos resultan complementarios, encontran­
do el punto medio y de equilibrio e n e l modelo democrá­

tico: se asp ira a la protección efec tiva de todos los ciuda­
dan os y tiene como límit e el respec to a la dignidad 
humana y la inviolabilidad de los uerechos que le son 
inherentes.~" Así, co mo ya lo adelant~bamos. el modelo 

es tatal peruano (al igua l que el espaiiol art. 1 CE) hace 
que la pena tenga una doble finalidad (en abs tracto): por 
un a parte, proteger a la sociedad y sus miembros de los 
posibles abusos de un sujeto, esto es, combatir el delito; 
por orra, debe orientarse también hacia la ayuda y pro­
tección de l reo. pero sin con culcar sus derechos, d1d{,n­
diéndoles de una re¡Jresión eswtal ilimitadan 

Así uefinida la función de la pena (en abstracto) y nega­

da de antemano el car~cter re tribucionista de la misma, la 
pena, siendo un mal achacable al delincuente no lo es en 
términos de re tribución (el Estado no puede responder a un 

mal con otro mal) s ino en términos de castigo. Siendo de 
este modo, la pen¡;¡ será un mal que se anuda como conse­

cuencia jurídica << negati va>> de la comi sión de un delito.'" 
De este modo , e l art. 139 inc . 22 ue la Constitución 

del Estado peruano , resulta sugerente en el adelantami ento 
conclusivo de los fines de la pena; tanto como el arl. IX 

del títul o preliminar de l CP peruano , establecen t:o mo 
fin es del régimen de ejecución penal, por tanto de la pena 
a: <<la prevención >> , <<la protección >> y <<la resocia lización>> 
(reeducación, rehabilit ac ión y reincorporación del pena­

do a la soc iedad); debiéndose entender como contenido 
de este precepto legal que los fines de la pena apu ntan , 
direc tament e, a lo que a l inicio de este trabajo sos tenía­
mos como la tríada relacional , base de las consecuencias 

jurídicas del delito: delito, delincuente y pena. Así, se 
ordena prevenir e l delito, proteger a la soc iedad y al de­

lincuente y hacer que la sanc ión aplicable al delincuente 

tenga efectos rt:soci a lizadores y de inte!!raci ón social t: ntre 
el de lincuente y la sociedad.!'' ~ 

De esta manera es que nos ace rcamos a los fines de la 
pena en el sistema penal peru ano. Por una lado vamos a 

tener la idea de prevenci ón en la comisión del de lito cuya 

25 
26 
27 
28 
29 

MATELLANEZ RODRiGUEZ. Nuria. Ob. Cil. Pág. 29 
MATELLANEZ RODRIGUEZ, Nuna. Ob. Cil. Pág. 30 
lbidem. 
lb1dem. 
Este razonamiento se vuelve más luerte si damos lectura al art . 1\' de nuestra 
Constitución. 
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racionalidad está inspirada en la 
defensa social misma: se quiere tu­
telar a la sociedad en general y a 
todos sus miembros de los efectos 

indeseables del delito, para lo cual 

el Estado estructura todo un me­
canismo disuasivo en su lucha preventiva contra el delito. 

De este modo el efecto que se pretende alcanzar es la inhi­
bición de conductas criminales por parte de los sujetos 
desviados. Esta lógica, que se desprende también del mo­
delo estatal, nos lleva a la prevención general (que en los 
últimos tiempos ha sido de orden negativo) como fin pri­
mario de la pena. Por otro lado, tenemos la función o fina­
lidad rrotectora (de la sociedad frente al delincuente y del 
delincuente l'rente a los abusos del poder estatal) y 

resocializadora, las cuales, indudablemente nos sugieren 
una función preventivo especial de las penas. 

A todo esto el carácter represivo de las pena, enuncia­
do inicialmente, resulta vigente en tanto que su materiali­

zación, en sentido práctico siempre serú de reproche por 
parte de la sociedad al individuo que delinque; no siendo 
asimilable a la consideraci(ín final de la pena como retri­

buciún. El carácter represivo de la pena constituye una 
nota de orden ;,upra-lcgal a todo sistema punitivo. 

LAS MEDIDAS DE SEGURIDAD 

l. Las medidas de seguridad son otras de las conse­
cuencias jurídicas del delito en orden punitivo. Si bien es 

cierto no son medidas de orden represivo sino sólo 
asegurativo. su incorporación dentro de las consecuencias 
jurídicas del delito como niveles formales de control so­
cial, están dadas por su carácter post-delinctual: en nues­
tro sistema penal. Así, e;.tas se definen como <da privación 
o restricción de bienes jurídicos aplicadas en función de la 
peligrosidad del sujeto que ha cometido un hecho defini­
do en la ley como delito, orientadas a la prevención espe­

cial y aplicadas por órganos jurisdiccionales>>.10 

Las razones de la existencia de las medidas de seguri­

dad se fundamentan en órdenes de política criminal y pe­
nal, a la vez que en fundamentos de prevención especial. 

Dentro del ámbito de la dogmática penal, dichas razones 
se sustentan en la siguientes: 
~ No existencia de Cul¡whilidad. La Culpabilidad, 

entendida como elemento dinámico en la teoría del delito: 
es el fundamento de la pena, como tal supone un análisis 
de la capacidad de culpabilidad (reprochabilidad en senti­
do normativo) dentro de los cuales estará el de la impu­

tabilidad (también semi-imputabilidad) como uno elemento 
de obligatoria observancia. a fin de que ella se concrete y 
de este modo la pena a imponerse al autor de la acción 

típica y antijurídica se legitimaréÍ. Si en este caso quien 
delinque no es un imputable absoluto entonces no podrá 
ser objeto de pena. Sin embargo. la tesis de la defensa 
social (aunque atenuada) determinará que es necesario res­

guardar la seguridad e integridad social de quienes, aun­
que no pudiendo percatarse de la ilicitud de sus actos, la 
vulneran. Es necesario entonces, pensar en formas alter­

nativas de control que no necesiten cumplimentar una es­
tructura culpable en la configuración del delito. 
~ Por insuficiencia de la pena como instrumento de 

Política Penal (control social formal). Conforme a la obser-

30 RODRiGUEZ GÓMEZ. Carmen. Las Medidas de seguridad en el ordenamiento 
¡uríd1co español .En: Reflexiones sobre las consecuencias jurídicas del delito. Ma­
drid Tecnos, 1995. Pág 189-209. 

31 En España, la diSCUSión es harto encendida debido a la existencia de la ley de 
peligrosidad y rehabilitación social del 4 de agosto de 1970, reformada en 1978 y 
actualmente en v1gor, aunque de¡ada al desuso 

vación anterior, si sólo existiera la pena como instrumento 

de política penal conducente al control social formal. en­
tonces mal podría tutelarse lo;, intereses de la sociedad si 
se dejara libre a quien a realizado un hecho típico y antiju­
rídico, aunque no culpable. 

De esta manera se tiene que los presupuestos para la 
imposición de las medidas de seguridad son: 

a) Peligrosidad del sujeto (peligrosidad criminal y no 
meramente social). Toda peligrosidad criminal es una pe­
ligrosidad social pero no al revés. es por ello que la peli­
grosidad, como presupuesto de la impo;.ición de las medi­
das de seguridad siempre debe partir de la existencia de 
una peligrosidad criminal, e;. decir, de realización de un 
hecho típico y antijurídico (aunque no culpable). 

b) Peligrosidad ¡>ost-delictunl (crítica a las medida;, de 

seguridad pre-delictuales). La peligrosidad no debe ser 
pre-delictual, es decir la peligrosidad del sujeto no se debe 

sustentar en criterios de probabilidad positiva (aún exacer­
bada) en la comisión de un hecho calificado como delito. 
por las meras condiciones personales del agente (vago, al­
cohólico. loco. cte.) sino más bien de la verificación objeti­
va de un evento criminal en la que el sujeto a asegurar sea 
autor o partícipe. La peligrosidad post-delictual es de natu­
raleza ex-post, frente a la comisión de un hecho reputado 
como delito. En este sentido la crítica más severa a las me­
didas de seguridad han sido lanzadas a los sistemas penales 

en cuyo seno de han incorporado o tienen vigencia (aunque 
sólo formal) fórmulas di;,crimininatorias de aseguramiento 

pre-delictuales en donde el fundamento para la verificación 
de ella sean las condiciones personales del autor." 

En este orden de ideas, la doctrina ha considerado que 
la legitimaci(m de las medida;, de seguridad se manifie;,­

tan en lo siguiente: el bien jurídico. por excelencia. a limi­
tarse o rrivarse. es <da libertad>>. En este sentido. siguiendo 
a Rodríguez Gómez, será la libertad vinculada a la comu­
nidad. De tal modo quien en uso de su libertad pone en 
riesgo a los demás, ha de soportar las necesarias limita­

ciones de su libertad en seguridad de la comunidad. 12 Esto 
resulta poco creíble y sustentable en nuestro medio en tanto 
que, creemos, no es el mal uso de la libertad lo que legiti­

ma la materialización de las medidas de seguridad, por 
cuanto el análisis de la no existencia de la culpabilidad 
supone una no reprochabilidad de la conducta en hase a 
una no motivación normal o inexistencia de ella. Debe­
mos encontrar el fundamento de tal legitimación en razo­

nes de protección social frente a elementos o comrorta­
mientos lesivos, al igual que la teoría unitaria de Bustos. 

aunque referido a la pena; aplicable a este caso. 
11. Las medidas de seguridad como consecuencias jurídi­

cas del delito, se introducen en las legislaciones mod'crnas a 
raíz del anteproyecto Suizo de STOOS de 1 ~sn por intlucn­

cia de la escuela positivista italiana (que vinculaba la pena a 
la peligrosidad del delincuente). En Alemania se introduje­
ron por Ley del 24 de noviembre de 1933, en Italia en el 
código de 1930, en España aparecen con ese nombre en el 

CP de 1928 (ampliada y modificada hasta la Ley de peligro­
sidad y rehabilitación social del 4 de agosto de 1970 -refor­

mada parcialmente por Ley del 2~ de noviembre de 1974 y 
del 26 de diciembre de 1978) 11 En el Perú aparecen en el CP 
de 1924 (art. 1 O y ss) optando, esta vez por un modelo dual 
en el sistema de sanciones y reacciones penales. 

32 El art. 96 de la Ley Orgán1ca 10/1995 del 23 de noviembre de 1995, Nuevo Cód1go 
Penal Españoi-NCPE- clasifica a las medidas de seguridad en privativas de liber­
tad y no pnvativas de libertad. 

33 CEREZO MIR, José. Curso de derecho penal español Parte General 1, 3° ed. 
Tecnos Madrid, 1987. Pág. 34 
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Las normas de l CP peruano actual ( 1991 ) recono­

cen como antecedente al CP Brasileño (art. 96 a 9X) y 
~ti ~llllc proyecto español de 19X3 ( art. R3 a X9).'" 

El sist ema de medidas de seguridad en el Código 
Penal Peru~tno de 1 <)()l. reconoce dos clases de medi­

das a la \TI que un modelo ~tpli c ati vo que se hace 
extensivo a ella. pero que parle de un modelo de siste­
ma penal (s;mción y reacci6n penal): el vicaria!. 

1 l El CP peruano prevé S<ílo dos clases de medidas 
de seguridad: ale! tratamiento en internación y b)eltra­
tamicnto en ambulatorio (art. 71 CP pcntano, ver nota 
infra <d 1 •> ). Ambas reconocen e l principio de necesi -
dad y pruporcionalidad. así como el de peligrosidad 
criminal (como presupuesto). Son de car;íctcr post-delictual. 

1 a) El tratamiento por inte rnac ión (arl. 74 y 75 CP del 
Perü ¡ como medida aseguratoria , consi ste en e l ingreso 
del in imputable en un centro hospitalario especiali1.ado u 
otro establecimiento adecuado. con fin es terapéuticos o 
de CLtslodi;L " 

El mismo CP en su arl. 75 del CP peruano establece 
que la int e rnac it\n no podd ex ceder el tiempo de duración 
de la pena pri v; tti va de libertad qu e hubi era correspondido 

ap licarse por el delito cometido. De esta manera se intenta 
co rreg ir IP inhumano y degr;tdante que resultaba ser el sis­
tema ante rim en donde al considerarse a la pe! igrosidad 
L·omo fundamento de[;¡ impos ición de una medida de se­

~uridad. entonc L'S . és ta no acababa si dicha peligrosidad 
1 a juicio de· Jps ejecutores de la misma) consideraban que 

cll;t llll había de saparccidu : pudicndll volverse indetcrmi ­
n;tda y;¡ que cPmo lo anot;lbamos en líneas ante riores, se 

había optado por un mPde lo duali sta. 
1 b) Tratamiento e n ambulatorio (a rt. 76 CP peruano ) se 

aplica al imputable relativo de modo conjunto con la pena. 
Los l'incs son de orden terapéutico o de rehabilitación."' 

:2) El CP peruano adopta un modelo de corte vicaria! 

pat-a la aplicacilin conjunta de penas y medidas de seguri­
dad. constituyendo la existencia de ambas formas de reac­

ci<\n penal sólo una nota característica de dicho modelo y no 
' u presupuesto pnr excelencia (ver nota ). En este sentido 
result ;l criticahlc las posturas de quienes han sostenido que 

L'i (' P JlCrUanO es dualista pUCS << aliadO del Sislellla dC penaS 
es tablece también el sistema de medidas de scguridad». ' 7 

De este modo si la misma doctrina nos define al sistema 
vicaria! como aquel que intenta una solución entre el sistema 
mPnisl;t (s<Íio se prevé un tipo de reacción penal o sanción 
como L' tmsecucnciajurídica del delito) y el dualista (introdu­
cido por STOOS. Un sistema ser;í dualista cuando recono­
ciendo dos formas de rcaLT ión penal - penas y medidas de 

scguridad- l'undamenta la imposic ión de cada una de e llas en 

ramnes de culpabilidad y pe ligrosidad, respectivamente)'" 

34 PRADO SALDARRIAGA. Victor. Comen\anos al Código Penal de 1991. Lima: Al­
ternatiVas. 1993. Pág. 11 3 

35 Esta norma no contiene mayor vigencia que el meramente declarat ivo si se trata de 
verfficar la realidad de quienes deben someterse a estas medidas. por habérsele 
encontrado ilsano mental y declarado como tal dentro del proceso penal respectivo 
En un país como el Perú , en donde sólo existe un centro hospitalario especializado 
(el La rca Herrera) y un sólo pabellón (Pabellón Psiquiátrico Judicial-el dieciséis-) 
para los que han sido declarados inimputabtes por el Poder Judicial. y en donde 
existe un reducido número de internos a causa de un presupuesto miserable que no 
asegura en un mínimo el tratamiento de dichos internos. Es por elk> que en las cárce­
les públ icas es en donde la mayoría de ellos vienen cumpliendo una •·condena sil 
culpa,._ De este modo los fines preventivos-asegurativos y terapéuticos en la lnposi­
ción de estas medidas (recogidas y proclamadas por el CP) se vuelven meras decla­
raciones simbólicas y sin Mayor vigencia para quienes se encargan de la Polít~ 

crim1nal peruana_ Al respecto, revisar el excelente trabajo del profesor Prado Salda­
rriaga PRADO SALDARRIAGA. Victor R Ob. Cit. Pág. 1 12 y ss. 

36 Las criticas hechas al sistema. detalladas en la nota antenor; le son eK!etJtftJ"•r• 
ésta 

37 En este senttdo errado KUNICKA-MJCHALSKA. Barbara_ La reforma del Derecho 
Penal del Perti y sus antecedentes. En Actualidad Penal, N' 9. Sem. del 27 de 
febrero · 5 de marzo. 1995. Madrid Aclualidad ednoriat. Pág. 120. En el ámbrto 
nacional han sido muchos quienes han pretendido enseñar esta doctrina 

Las wnsecuencias juridicas del delito en el derecho penal peruano 

De esta manera si las características para el modelo dual 
son las que ya hemos enunciado (ver nota 36) y el arl. 75 y 
77 del CP optan (firmemente) por notas disímiles a las esta ­
blecidas pam dicho modelo; haciendo notar un espíritu con­
ciliador entre el modelo monitorio y el dual, entonces in­

equívocamente debemos concluir (como ya lo adelantábamos 
en líneas anteriores) que estamos ante un sistema vicaria!. 

En este sistema. al igual que en el sistema duali sta se le: 
aplica al sujeto pena y medida de seguridad, pero a diferen­

cia de aquél. su ejecución no es tan rígida. Así se puede 
ejecutar en primer lugar la medida de seguridad en lugar de 
la pena y su cumplimiento se dcscontar<Í de esta última . Lo 
que queda de la pena se puede cumplir a continuación o el 
Juc;: podrü suspender su ejecución si considera que la peli­
grosidad ya ha desaparecido."' A este enunciado teórico . sin 

duda, obedece nuestro sistema penal. 
i\ün así. nues tro sistema de medidas de seglllidad nos 

propone dos formas aplicativas de ambas clases de medidas: 
a un inimputable le cotTcsponderá una medida de internación 
(de manera proporcional a su peligrosidad criminal). A un 
scmi-inimputablc o imputable disminuido, dependiendo tam­
bién de los presupuestos de aplicabilidad de las medidas de 

seguridad en general . le corresponderá una medida de inter­
nación o de tratamiento ambulatotio. En este último caso , 

dado que la reprochahilidad se haya disminuida. la imposi ­
ción de estas medidas a . .;eguratorias ti enen propósitos en ese 

sentido, buscando la mayor integración del individuo a la 
sociedad de ahí las notas limitati vas en su duración y el efec­

to compensador de uno respecto del otro. 

CONSECUENCIAS JURÍDICO-ECONÓMICAS DEL DELITO 

Hasta el punto anterior hemos detallado las consecuen­
cias clás icas directas, en sentido penal del de lito. Sin em­
bargo , vamos a tratar de innovar la di scusión y tratar de 

introducir una propuesta interesante nac ida de la doctrina : 
las consecuencias jurídicas econó micas del delito: la res­

ponsabilidad civil, la multa, la confi scac ión y t.:! comi so. 

38 El sistema dualista se asienta en la clara distinción entre pena y medida de segu­
ridad. como dos instrumentos de naturaleza. presupuestos y fines diferentes. Asi· 

1) La pena se impone en base a la culpabilidad del sujeto, actuando como límite allus 
Puniendi del Estado . La medida de seguridad se impone en base a la peligrosidad 
del sujeto, por tanto la medida de seguridad será indeterminada dependiendo de la 
duración de la peligrosidad 

2} La pena tiene carácter aflictivo. la medida de seguridad lo tiene asegurativo. 
3) La pena se impone sólo a los sujetos imputables. la medida de seguridad se impo· 

ne a los imputables e inimputables peligrosos 
4) La pena cumple ftnes de prevención general y especial (en abstracto). la med1da 

de seguridad tiene como fin primordial la prevención especial. 
Ct. RODRÍGUEZ GÓMEZ. Cannen. Ob. Clf. Pág. 198 
Vistos, el contenido y finalidad de ambas termas de reacc ión penal como formas 
de control social; se pueden esgrimir algunas criticas, las mismas que ya han sido 
formuladas por la doctrina: la indeterminación de la medida de seguridad, la doble 
sanción que en purldad podria aplicársele al sujeto (primero se cumple la pena, 
luego la medida de seguridad: pero ambas suponen privación de la libertad). 
sobredimensionamiento estigmatizador del sistema penal sobre sujetos que sien· 
do semi-imputables deberían cumplir, por separado cada una de las reacciones 
penales , etc., . Estos fueron los defectos e ins~ciencias normativas que enfrentó 
el CP de 1924. 

39 RODRÍGUEZ GÓMEZ. Carmen_ Ob. Cit. Pág. 199. 



PENAL 

l. La responsabilidad civil 
como consecuencia jurídica 
indirecta o contingente del 
delito 411 

Como ya hemos dejado indi-

cado la responsabilidad civil es 
una consecuencia escindible de las consecuencias directas 

del delito, por tanto se trata de una consecuencia jurídica 
indirecta del delito, es decir, constituyen una especie de 
consecuencias condicionadas a (el elemento condicionan­
le será la existencia de un daño -entendido desde el de re-

eh o ci vi 1- ). Así, vamos a detallar algunos ni veles de razo­
namiento al respecto al abarcar niveles de alcance 

dogmático de esta institución. 

CRITERIOS DE DERECHO PENAL MATERIAL 

En este nivel vamos a encontrar la discusión respecto 
de la Naturaleza Jurídica de la responsabilidad civil así 
como diferenciarla de la criminal; a la vez que encontrar 
el rundamento de la primera: 

l. En apretado resumen, los tres argumentos que se 
han vertido para determinar la naturaleza de la institución 
que estamos analizando son los que siguen: 

a) Naturaleza penal: es la menos seguida y descartada 

aún por los propios penalistas. Su argumento fuerte, en 

España, fue dado en base a la existencia los arl. 1 OX9 y 
1092 del Código Civil, así como el propio arl. 19 del CP 
español. En el Perú no existen estas normas y menos estas 

discusiones, pero tampoco la certeza de cual sea la natura­
leza correcta, existiendo en doctrina criterios diversos, 

como el que considera que -la responsabilidad civil deri­
vada del delito- siempre se encuentra supeditada a la co­

misión de un hecho punible. 

b) Naturaleza Civil: es la que más adeptos tiene y se 
fundamenta en: 1 )la supresión hipotética de las reglas del 

Código Penal de las normas referidas a la responsabilidad 

civil «ex delito» y la verificacitín aún en este caso de que 
dicha responsabilidad seguiría existiendo iGONZALES 
RUS -aunque contradictorio en un primer tramo de su ra­
zonamiento. conforme la cita de Sainz-Canlero: es el que 
plantea este criterio), 2)las características y principios so­
bre las cuales se estructura esta responsabilidad tienen un 
correlato exacto dentro de las instituciones civiles (ej. la 

extinción de las obligaciones, las reglas sucesorias aplica­
bles a ella, etc.)"' En esta perspectiva se ha reforzado el 

criterio de que cuando hablamos de la responsabilidad ci­

vil <<ex delito», no nos estamos refiriendo en estricto a una 

consecuencia jurídica propia de la comisión de un hecho 
punible sino que al veril'icarse de la comisión de dicho 
hecho punible, esta responsabilidad civil va ha existir si y 

sólo si de dicho delito se desprende un daño civilmente 
relevante. En palabras de Carlos Creus <<Un daño civil>>. 
Así, es clásico el ejemplo utilizado en la doctrina que cuan­

do se comete el delito de conducir ebrio (véase art. 340 bis 

a) inc. 1 Código Penal Español, arl. 379 NCPE de 1995 

-aún no vigente-, art. 274 del Código Penal Peruano) la 

40 PEREZ ARROYO. Miguel La responsabilidad CIVIl como consecuencia juridica del 
delito. Comunicac1ón. Expuesta en el VIl Congreso de Derecho Penal de la Univer­
sidad de Salamanca Salamanca. 22 de marzo de 1995. 

41 En el Código Penal Peruano existe un art. como es el101, el cual remite al opera­
dor del derecho en lectura. al código civil a electos que éste complemente lo dis­
puesto por la norma penal: 

art 101.- La reparac1ón civil (léase responsabilidad cJVil -la aclaración es nuestra-) se 
rige, además. por las disposiciones pertinentes al código civ1l. 

42 Sobre el tema puede consultarse: BUSTOS RAMÍREZ. Juan. Ob. Crt. p. 4171 
SAINZ·CANTERO CAPARRÓS, José. Ob. C1t p 89 y ss 1 MORILLAS CUEVA. Lo· 
renzo. Teoría de las Consecuencias Jurídicas del Delito. Madrid: Tecnos. 1991 p. 
142 y SS 

sola conduela constituye delito (por peligro abstracto -rics~ 
go-) y no porque esto haya sucedido, al sujeto activo del 
mismo se le condenad a una reparación civil o alguna otra 
forma ele responsabilidad civil. Los fundamentos de esto 

lo vamos ha encontrar a partir de la necesidad que se tiene 

de ubicar marcos objetivos de reparación pecuniaria. En 
éste sentido se ha estructurado una serie de concepto., ci­
viles como <<el daño» sobre el cual sí recae una responsa­

bilidad civil; debiéndose probar tanto su existencia como 

el <<quantum» del mismo. 
e) Otros, hablan de la Natura!CI.a Mixta o sui gencris 

(Quintano -O.P., p. 549 y ss-) pues para ellos existe una 
acción tercera o cuasi criminal. dado que está compue,ta 

por obligaciones de carácter patrimonial pero que su ejer­
cicio y desarrollo sólo pueden ser de carácter penal.'' Esta 
posibilidad queda descartada pues conforme a las legisla­

ciones española como peruana a nivel del daño civil, éste 
puede ser exigido -su reparación o indemnización, cuan­
do es imposible la restitución- sin recurrir al proceso pe­
nal (verificador de la responsabilidad criminal). Es decir. 
el agraviado por el delito puede exigir la reparación de su 
daf1o sólo en la vía civil (renuncia a su reparación t:n el 
proceso penal) o acudiendo a éste reserv~índosc el derecho 
de peticionar dicha reparación en la vía civil. 

1 l. Por un lado hablar de responsabilidad en sentido 

abstracto y definida como <da carga legal ( ... ) que recae 

sobre el autor o partícipe de un hecho punible, carga que 
consiste en tener que afrontar las consecuencias jurídicas 
de ese hecho( ... ) situación legal en que una persona se ve 

inmersa para asumir coactivamente esas consecuencias 
como la carga de su obrar»" y por otro lado, diferenciar 
las responsabilidades que pueden surtir luego de veril'ica­
do el hecho-causa, es decir de la responsabilidad penal o 
criminal y de la estrictamente civil (ambas como deriva­

das de la comisión del hecho punible) y sucedáneamentc 
verificar que ambas pueden ser desprendidas de un mismo 

hecho natural y otros m~ís: han traído algunos problemas a 

quienes se han ocupado del tema. los que vamos a ir deta­
llando más adelante. 

La inclusión de esta forma de responsabilidad en un 
código penal y el hecho de encontrarse supeditada, ilfhJ~ 
rcntcmcllle, a la comisión de un hecho punible, (véase el 
arl. 19 del Código Penal Español" y arl. 92 del CP perua­
no) hace que se plantee el problema de si nos encontramos 

ante una institución propia del derecho penal por tanto 
incluíble dentro del espectro consecuencial del delito o si. 
por el contrario, es una cuestión ajena al mismo. Creemos, 

que <do que se debe discutir es la naturaleza del ilícito 

jurídico y la diferencia del ilícito penal y el civil»." 
Nosotros no creemos que la dit'crencia entre ambas res­

ponsabilidades y menos aún su naturalezajurídiea. esté fun­
damentada en la posible no igualdad de la ilicitud civil y la 
penal, pues ella no existe. Es decir, no se debe diferenciar 
las ilicitudes. Siguiendo a Bustos Ramírez <da ilicitud es 

una sola dentro de todo derecho y, por tanto, no hay una 

diferenciación cualitativa entre la anlijuricidad civil y pe­

nal, sino en razón de criterios políticos criminales que /le~ 

43 FERNÁNDEZ CARRASQUILLA. Juan. Ob. Cit. Pág 441 
44 El art. 116 de la Ley Orgánica 10/1995, del23 de nov1embre de 1995. Nuevo Códi· 

go Penal Español-aún no v1gente sino hasta mayo de 1996- (NCPE). resuelve 
esta aparente dependencia en base a modernos criterios de dogmática penal. En 
este sentido, dicho articulo supedita la responsabilidad civil al hecho que de el 
responsable criminal infiera. a la víctima o al agraviado. un daflo o perjwcio. 

45 GONZALES RUS. J J. "El art. 444 del código penal y el régimen general de las 
responsabilidad civil derivada del delito, ~ Saint·Cantero Caparrós, José 
E. La responsabilidad civil derivada del delito . .En: Comentarios a la Legislación 
Penal. Revista de Derecho Público. Madrid Editorial Revista de Derecho Privado. 
1994. p 88. 
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l'illl o la til>ifimcit!n pmol de ciertos ilícitos."" Esto último, 
dice:. Bustos. como expresión del principio de «el derecho 

penal como última ratio». ampliando el criterio dado, tam­

bién -creemos- en función del principio de mínima inter­

venciún y el de subsidiariedad del derecho penal."' 

A mayor abundamiento, no creemos que sea correcto 

afirmar que la diferencia entre una u otra responsabilidad se 

deba buscar en el nivel de la ilicitud o la antijuricidad; pues 

si así fuera llegaríamos a la absurda y redundante conclu­

si<ín de que una es consecuencia de la comisión de un ilícito 

civil y la otra lo es de un ilícito penal. Por un momento 

hagamos supresi1ín hipotético mental de la institución que 
nm oc·upa. respecto del uídigo penal. si la conclusión a la 

que· llegan :l!gunos autores; respecto de eo.ta forma de en­

cuadr:unicnto natur:dístico de la Responsabilidad Civil. fuera 

c·rcrta entonces no habría forma de restituir ni indemnizar y 

menos reparar a la víctima; pues siendo el dm1o ocasionado 

a ella uno de estricto orden punitivo. el derecho civil se 

vería corto ante este daíio. Como vemos esto no es correcto 

pues el Derecho Civil resultaría competente, aplicando sw. 

principios de responsabilidad civil extra-contractual a erec­

tos de dar solución al problema planteado. 

111. Luego entonces. una vez verificada la naturaleza ci­
vil de esta institución vamos a entrar a definir a la responsa­

bilidad civil derivada del delito, confonne a su naturaleza: 

A la re.sponsabilidad civil. se le ha definido de muchas 

maneras; tanto dentro del espectro mismo del derecho pe­

nal (en el .seno de quienes la creían como una institución 

propia: «responsabilidad civil del ilícito criminal»). 

La teoría cLísica del derecho civil. enuncia a la res­

ponsabilidad civil como <<el conjunto de consecuencias 

jurídicas que recaen sobre un sujeto de derecho a efec­

tos de determinar una obligación patrimonial -suya­

que le es imputada, a causa de la comisión de un daño>>. 

Por otro lado. ya desde una perspectiva de la responsabili­
dad civil cxtra-contr:tctu:tl. cuya lógica. es mús acorde con 

el oh.Jcto del presente estudio: hay quienes afirman desde 

una perspectiva del análisis económico del derecho que 

la responsabilidad civil es « ... el mecanismo institucional a 

través del cual se desplaza o traslada el coste del accidente 

(daño) de la víctima a quien o.e ha decidido debe soportar­

lo. "el responsable".»."' En este sentido. el responsable será 

aquél, por criterios de verificación causal (relación de 

causalidad). de factores atributivos de responsabilidad 

(riesgo. culpa. etc.) así como por opción legislati YJ (terce­

ro civilmente responsable por e.J.). calificado para sopor­

tar las consecuencias del daño civil producto del delito. 

46 Que por defm1ción es la vulneración de lo que es considerado dentro de lo «lícito" 
o lo «jurídico", s1n causa de justificación alguna. 

47 Este pnnc1p1o se fundamenta en la consideración de que el derecho penal sólo 
debe entrar a tutelar c1erto t1po de b1enes jurídicos que la sociedad est1ma esencia­
les para la subsistencia de ella m1sma Esta tutela se verif1ca cnminalizando y 
tipificando c1erto t1po de comportamientos les1vos a dichos bienes jur1dicos de su­
prema 1mportanc1a 

48 FALLA, Alejandro Accidentes, Responsabilidad Ctvtl y PropóSitos Sociales fu El 
Derecho C1vil Peruano Perspectivas y problemas actuales L1ma· Fondo ed1torial 
de la Pontificia Universidad Católica del Perú. 1993, pp 133-134 

49 Ut1l1zando los cntenos del anál1sis económ1co del derecho en un esquema de aná­
lisis costos-benefiCIOS. si el de1"1ncuente cons1dera que matar a su vecino le reporta 
más utilidades que el hecho de no hacerlo, entonces los costos Implícitos de dicha 
abstenc1ón cederán a una utilidad mayor que es matar a su vecino. Sin embargo, 
vemos aqu1 que los costos de su acc1ón serán en doble perspectiva: una patrimo­
nial (lo que dineranamente deberá afrontar por concepto de indemnizaciones, se­
pelio, etc.) y otra soc1al (ha les1onado la "tranquilidad social», asimilada a <•bien" 
en términos economicos: la sociedad clamará venganza en contra de él) y ésta se 
verá con el hecho de que los tnbunales le condenen a "X" años de prisión y a un 
monto reparatorio, sobre el daño civil 

S1 dec1mos en cambio, que dicho vec1no optó por conducir ebrio, cometiendo el delito 
tiptlicado por el art 340 bis a) art. inc. 1 del CPE, art. 379 NCPE actual y art. 274 del 
CP peruano, y no ha comet1do n1ngún daño, entonces ese desplazamiento patri­
monial (daño) es Inexistente por el que el derecho no reaccionará a ese nivel. Si 
bien es cierto que tanto la tranquilidad pública puede afectarse con la sola conduc­
ción ebna de un veh1culo, el efecto tranquilizante que puede tener una reparación 

Las consecuencias jurídicas del delito en el derecho penal peruano 

En esta línea de pensamiento, sólo se lwhlurú de res­
pon.whilidad civil cuando se \'erifique la existmcia de un 
dwlo, el mismo que dará ori¡;en a todo un esquema nor­
mativo de hipótesis, nexo r consecuencia; co11 la .finali­
dad de reparar dicho dwlo."' 1 Tan es así, que dentro del 

esquema estrictamente penal se estima como necesario que 

para que se pueda discernir en el proceso penal acerca del 

quantum y modo de la restitución, reparación o indemni­

zación (efectos de la obligación patrimonial nacida de la 

responsabilidad civil) es necesario probar el daño. Sin la 
existencia del daño no es posible discutir acerca de la res­

ponsahilidad, ella es su presupuesto. 
Por otro lado, el daño (que es el fundamento de la 

responsabilidad civil) puede ser desdoblado. ya se habrá 

podido advertir, en uno de naturaleza criminal y otro de 

orden civil. Siguiendo a Carlos Crcuss, la comisión de un 

delito importa un daño criminal que le es connatural. Este 

daño criminal (que es el fundamento de la pretensión pu­

nitiva estatal) puede o no causar, como efecto de su comi­

sión. un daño civil o privado el mismo que podrú ser o 

material o afectivo.;" Esto nos lleva a concluir que, cuan­

do se produzca un evento dañoso. el derecho lo puede 
calificar -o puede no hacerlo- a dicho evento como <<de­

lito>>, y aún en el supuesto de hacerlo, dicho evento se 

desdoblará de tal forma que de origen a dos responsa­

bilidades; una estrictamente penal y la otra civil." 

IV. Hemos dicho que la responsabilidad civil hace nacer 

cierto tipo de obligaciones patrimoniales -mecanismos 

reguladores de la responsabilidad o su contenido o exten­

sión- a fin de hacer desaparecer los efectos del daño cau­

sado por el delito.'2 En esta línea de mecanismos regula­

dores se enmarcan las disposiciones tanto del código penal 

español como del peruano (véase art. 1 O 1 CPE y art. 11 O 

NCPE y art. 93 CP peruano) al estahlecer como contenido 
de la responsabilidad civil derivada del delito o falta; 1 los 

mecanismos ele restitución, reparación del daño causado e 

indemnización (obligaciones de dar y hacer). En todo 

momento se exigen comportamientos positivos por parte 

del sujeto activo del daño. 

Luego, la restitución, no es más que la devolución o 

<<restitución de la cosa>>. Esta sólo es posible cuando se trate 

de delitos en donde el hien jurídico tutelado es el patrimo­

nio y el bien objeto de protección (cosa) no haya perecido. 

La reparación del daño (denominada por algunas legisla­
ciones como reparación civil y peor aún, confundida con la 

responsahilidad y la obligación patrimonial misma-el caso 
de la legislación penal peruana-) se hará valorándose la 

civil que busca individualizar a la víctima no lo será tanto para la sociedad quien sí 
verá satiSfecha su tranquilidad en tanto se verifique la aplicación de una pena (por 
prevención general positiva -af1rmación positiva del derecho penal. como afmna­
CIÓn de las conVICCIOnes jurídiCas fundamentales-). En esta perspect1va los parti­
darios del ,,Law and econom1cs", tendrán a bien establecer toda una lógica analítica 
a partir de los desplazamientos efectivos de los puntos de ut1l1dad (nuevos y pnma­
nos) en las respectivas curvas de mdiferencia Así. la indemnización (y su electo 
reparatorio) y la pena (y su efecto punitivo-sancionatorio) estarán supeditados a 
una igualación efectiva de la utilidad antenor al desplazamiento (aunque en un 
punto de la curva distinto del anterior). 

50 CREUSS, Carlos. La Acc1ón Resarcitoria en el Proceso Penal Santa Fe· 
Rubinzai-Culzoni. 1985. pp. 24-25. 

51 Cuando se trata de los llamados "delitos sin víctima", "delitos de peligro" -en 
donde el bien jurídico tutelado es de naturaleza colectiva y el fundamento de la 
punibilidad es sólo la puesta en peligro de dicho bien. no interesa el resultado 
dañoso efectivo ni la causalidad, muchos menos va a derivar de su comisión una 
responsabilidad civil, pues la ejecución del injusto se limita a probar «el peligro". 
En estos casos sólo existirá daño criminal. Verb. Los delitos contra el Estado y la 
colectividad, entre otros. Sobre el tema ver: Bustos Ramírez, Juan. Ob. Cit. p. 418. 

52 Si el daño ha sido definido conforme a la nota «48,; las obligaciones patrimoniales 
serán todo aquel mecan1smo jurídico que permita el retomo del afectado, a un 
punto de u1ilidad "Y" (distinto del anterior, pero de la misma curva de indiferencia 
con el mismo beneficio) 

53 LANDROVE DÍAZ. Gerardo Las Consecuencias Juridicas del Deli1o. Madrid· 
Tecnos,1985. p.149. 
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entidad del daño por regu lac ión del 
tribunal-Juez Pennl o Cmtc Supe­

rio r, en e l caso peruan<}-- atendien­

do al prec io de la cosa y el de afec­
ción del agrav iado . Este precepto, 

según Landrove Díaz, sólo es apli­
cable a aquellas infracciones en donde la cosa, que posee 
un valor afectivo cspcci nl, se ha perdido o menoscabado. 
La indemnización . en cambio ya es un mecanismo repara­
dor mucho más amplio pues se ex tiende desde los daños 
materia les inmediatos y morales hasta la extra-titu laridad 
del ofendido (carácter sucesorio). ;' 

Y. No vamos a detallar sobre las característ icas de la 

responsabi lidad c ivil pues al entenderl a como un institu­
c ión c ivil capaz de dar efecto a c ierto tipo de obligaciones 

civiles-patrimoniales, con ellas es que corresponderá com­
partir dichos caracteres , los mismos que no son el objeto 
de l presente estudio. 

CRITERIOS DE DERECHO PROCESAL PENAL 

Desde una perspecti va del Proceso Penal, como ya lo 
decíamos líneas arriba , las nuevas tendencias legislati vas 
y de apreciación doct rinaria embuidos por la victi mología 
han buscado crear me-

ca ni s mos y ca nal es 

procesa le s sob re lo s 
cuales, a la víctima del 

delito , le sea más fácil 
y nípi da sino de mane­
ra e fect iva recuperarse 
del est<ldo de menosca­
bo y deficiencia econó­
mica por e fec tos de l 

hecho punible. 
En este sentido es 

que se han estructura­

do di ve rsos modelos 
procesales, en di versas 

legislaciones de mu-

chos países," entre los cuales la legis lación procesal espa­
ñola, al decir de Bustos Ramírez, parece ser la más indicada 
<< ... pues en su virtud se quita los inconvenientes de proce­
sos separados, que van en cierto modo en contra de la obli­
gación del Estado de prestar protección completa a los bie­

nes jurídicos más importantes y a l mismo ti empo proteger a 
la víc tima."' Dando ex plicación a este modelo, debemos de­

ci r. sigui endo a Rodríguez Devesa;7 que: 

- No se exige el apersonamiento de la víctima en la 

causa o juic io correspondiente (acción civil rcsarcitoria al 

decir de Carlos Creuss) puesto que la acción derivada del 
delito ha de ser ejercida, conj untamente con la penal, por 
e l Ministerio Fiscal, hay a o no ac usador particular 
(LECRIM art. 1 08) 

-El dañado civilmente puede renunciar a la acción 
civi l o aún reservarla , para luego ejercerla después de ter­
minado e l juicio criminal, si a e ll o hubiere lugar. En este 

54 El Legislador del Código Penal Peruano. conlundió algunos conceplos e incurrió 
en grasos errores de codnicación. Asi lenemos que el art . 93 eslablece "La repa­
ración comprende: l . La reslrtución del bien o. si no es posible, el pago de su valor, 
y 2. la indemnización por los daños y perjuicios. De este modo asimiló el concepto 
de la reparación al de responsabilidad. cuando la reparación no es más que un 
mecanismo regulador de la responsabiiKiad o su contenido. 

55 ESER. Albin. Ob. Gil. p. 18 y ss. También: JOACHIN HIRSCH. Hans. "Acerca de la 
posición de la víctima en el derecho penal y en el derecho procesal penal. De los 
Delitos y de las Viclimas (Varios Aulores) Buenos Aires: Ad Hoc, 1992. pp. 94·128 

56 BUSTOS RAMÍREZ. Juan. Ob. Gil. p. 417 
57 RODRÍGU EZ DEVESA, José Maria. Derecho Penal Español. Parte General. 14' 

ed. MadrkJ Aykinson, 1991 , p. 1033. 
58 La Teoría del objeto-fin del proceso penal, determinante en ambos modelos procesa-

caso e l pe1judicado no puede ejercer la acción indc mni za­
toria (en la vía civil ) sino después de que el proceso penal 
conc luya por sentencia. 

- En e l supues to que sea delito persegui hlc por que­
rella particular, se considera extinguida la acc ión penal 

desde el momento en que se entab le la acción civil por 
separado (LECRIM art. 112) 

Resulta un problema. en este modcln, el hecho de que 
el Juez al momento de sentenciar no encuentre responsabi­
li dad criminal pero sí encuentre la rc l 'cri d~l a 1<1 civi l (con­

ceptual mente son perfectamente escindih lcs) y aún en este 
supuesto. por reglas procesales. no debería pronunciarse so­
bre este ex tremo; inhibiéndose de sentenciar sobre la res­

ponsabilidad civil y dejando a sa lvo e l derecho de la vícti ­
ma (directa o indirecta) a linde que ésta haga valer su derecho 

en la vía civ il -este mismo probl ema se obse rva en el mode­
lo procesal peruano-. Una posible respuesta a es te proble­
ma la podemos encontrar en la concept ualización de la teo­
ría del objeto-fines (principal y secundario) del proceso penal 
(Gómez Colorncr, Gimeno Scndra, Eugen io Florián)." 

Por otro lado . respecto de lo último que se discute, se 
han present ado no pocas dudas acerca de la supuesta auto­
nomía de la res ponsabi lidad civil y su determinac ión en e l 

proceso penal , así 
como también la ll a­

mada << reparac ión del 
d~uio » como un meca­

nismo a lt e rn at ivo de 
sanciún para el sujeto 
<lctivo del delito (o el 
que por mandato legal 
debe responder por el 
daíio (<<no todo respon­
sable criminal lo es en 

un plano c ivi l y el que 
lo es, e l tercero c ivil -

mente responsable, por 

ejemp lo. no necesaria­

mente debe ser respon-
sable crimi nal). De esta manera es que se discute el pro­
blema si ésta es utilizada. en este caso, co mo una pena 
alte rnativa;•¡ en donde se pretenda hacer valer al derecho 
penal como <<u n mero instrumento compensador de la víc­
tima , cuando su finalidad es como dice Muñoz Conde. de 

prevención y de control social, y no compensatorios; todo 

e ll o sólo en nombre de la víc tima. 
Ahora bien , qué pasa cuando un inimputahl c rea li za 

un comportamiento ca liJ'i cado como de lito en e l Cúd. Pe­

nal , tanto cspa1io l como peruano ''· ¿acaso la vícti ma no 
podn1 exigir la reparación civil. indemnización o restitu­
c ión por parte de éste, dentro de l mismo proceso penal '' 
A l parecer no.''" En este sentido e l juicio de n::sponsahili­
dad civil (objeto secundario) decaed si el referido a la 

responsabi lidad criminal o penal decae. 
Esto último es un problem a que ninguno de los dos 

sis temas ha solucionado (aú n eltemn mismo de la subsis-

les penales. requiere que para que la prelensión civil sea actualizada en el proceso 
penal, previamenle se debe haber encontrado responsabilidad crininal en el autor. 
La responsabilidad Civil es accesoria a la Crimilal. y el decaimiento de la primera 
importa igual suerte para la segunda. desde un punlo de visla de juslK:iabiiKiadpenal. 

59 MUÑOZ CONDE. Francisco. GARCÍA ARAN. Mercedes. Derecho Penal Parte 
General. Valencia: Tiran! lo Blanch, 1993, p. 352 
CAEUSS, Carlos. La Acción Resarcitoria en el Proceso Penal. Santa Fe· 
Rubinzai ·Cu lzoni. 1985. pp . 24 y ss 

60 Ver. Supra nota "57 .. 
Un inimputable no es pasible de pena, por tanto no es responsable penalmente 
hablando. 
FLORIÁN, Eugenkl. Elementos del Derecho Procesal Penal. Barcelona: Llbreria 
Bosch . 1934, p. 49. 
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tcncia de la responsabilidad civil más no de la criminal), 
lo cual ha cedido el paso ha diversas propuestas legislati­
vas y de modclm procesales como los pri vatistas, ex-oficio, 
por auhcsión len el aspecto mismo de la reparación de la 
víctima): así, se ha pretendido una unicidad de procesos, 
de reserva de acción o Jc renuncia de la misma a fin de ser 

actuaua en la vía civil correspondiente. Incluso una 

autonomización respecto de las pretensiones (puniti­
vas-reprcsi vas y reparatorias-compensatorias). 

En todos los casos se exige una comprensión absoluta 

de parte del juzgador respecto Je la naturaleza de la res­
ponsabilidau civil a fin de evitar fallos contradictorios 
(cuando se ha renunciado o reservado la pretensión 
rcparatoria en el proceso penal -modelo español-), así 
como evitar indemnizaciones ridículas. 

En este sentido resulta de trascendental importancia el 

hecho Jc que en el modelo peruano, el legislador ordene 

al Juzgador que a efectos de fijar el contenido y quantum 
de la responsabilidad civil (llamada en este sistema repa­

I'itL·ión civil) se Jebe guiar por las reglas del derecho civil 
lart. 101 del Código Penal peruano). De esta manera, el 

moJel o peruano es claro en ordenar que dentro de la veri­
ficaci<ín de la responsabilidad civil en el proceso penal, el 
Ju1.gador debe razonar el contenido de la misma integran­
do las normas del art. 1 O 1 del CP y las referidas a respon­
sabilidad civil cxtracontractual del Código Civil (art. 1969 
y ss) y consignar dentro de los extremos reparatarios de la 
sentencia toda forma ocasional de daño civil que resulte 

releYante a efectos de asegurar una reparación efectiva del 

daño inferido a la víctima del delito o al agraviado de tal. 
Sin embargo, como quiera que las interpretaciones 

dentro de nuestro Jerccho penal se prestan a demasiadas 
confusiones y malos entendidos; esta disposición antes 
acotada sólo moti va una concepción pri vatista de 1 a pre­

tensión resarcitoria en el proceso penal. Así, el resultado 
Jc esto se materializan en sentencias cuyo extremo 

reparatorio son tan miserables como los razonamientos que 
las crean, otorgando reparaciones simbólicas bajo el pre­
texto de que el monto a fijar debe regularsc en atención al 

daño inferido (criterio, sólo en este extremo correcto) y la 
capacidad económica del obligado a reparar (criterio por 
denüs absurdo y que no respeta la naturaleza económica 

de esta consecuencia jurídica, así como la objetivización 
-sólo en atención a la víctima- a que debe atender este 
extremo de la responsabilidad derivada del delito, ya que 
aunque al momento de la expedición de la sentencia el 
inculpado puede no tener solvencia; nadie asegura que en 

el plazo más breve lo tenga, a la vez que de lo que se trata 
es de establecer un marco de obligación patrimonial que 

sea exigible por el favorecido en tanto ella sea ejecutable. 
Otro extremo, desprendiblc de este artículo es la con­

cepción privatista de quienes han propugnado este mode­
lo de la acción particular para exigir la responsabilidad 

civil dentro del proceso penal. 
El modelo procesal penal peruano contempla en su 

art. 54 del código de procedimientos penales de 1940, la 
denominada constitución en parte civil que tendría como 

efecto la petición rcsarcitoria por parte de la víctima (o sus 
herederos o representantes, etc.) en el proceso penal. Has­
ta aquí, podría pensarse en un modelo privatista. Sin em-

61 Esto es producto de una mal fonnada 1dea de la coadyuvanc1a en el proceso penal 
S1 bien es cierto que a la parte ciVil se le debe cons1derar como tercero coadyuvan­
te. esto llene como limite el propio interés que despliega el su¡eto procesal dentro 
del proceso Así, la parte civil sólo puede tener el interés de resarcimiento y no uno 
de orden pun111vo: ejerc1endo éste el Ministeno Público o Fiscal. 
Sin embargo, la razón práct1ca a esto es que dadas las limitaciones actuacionales 
del Min1sterio Público, éste cede sus atnbuc1ones {y hasta su interés) a la parte 
c1vil a l1n de que este ejerza actuac1ón probatoria en la responsabilidad criminal del 

Las consectu'ncias jurídicas del delito en el derecho penal peruano 

bargo, el legislador nos desconcierta, cuando en el art. 92 
del Código Penal Peruano y art. 2S5 del Cód. de Procedi­
mientos Penales, establece que la reparación civil -léase 
responsabilidad civil- 1 )se determina con la pena y 2)for­
ma obligadamente, parte de la sentencia condenatoria. Con­
fundiendo de esta manera el carácter rcsarcitorio-patrimo­

nial de la responsabilidad civil con el represivo-punitivo 

de la pena; y aún más asimilando a la responsabilidad civil 
con una pena, cuando éstas (las penas) están determinadas 

de modo taxativo y cerrado en el art. 28 del mismo C(Jdigo 
Penal Peruano. 

De esta manera el equívoco legislador peruano, lo que 
al final está diciendo es: 

l. El dañado por el delito puede solicitar dentro del 
proceso penal ser sujeto de resarcimiento civil (pretensión 
teórica inmediata de esta institución según Carlos Crcuss), 

pero que en este modelo tiene un efecto desnaturalizador 

que se concretiza en la potestad de la víctima de probar la 
responsabilidad criminal del inculpado -cuestión ésta que 
en teoría sólo es potestad del ministerio público o fiscal-, 
olí-ccicndo medios de prueba,"' para lo cual debe consti­

tuirse en parte civil (art. 54 CPP) Hasta aquí el modelo 
parece ser el de la acción particular. 

2. Si el dañado no se apersona al proceso ni se constitu­
ye en parte civil, el Juez, de acuerdo al art. 2S5 del CPP y 92 
del CP, deberá determinar el contenido de la responsabili­
dad civil -modelo ex-oficio- (proposición que es contra­

dictoria con la primera, pero que sin embargo a nivel juris­

prudencia! es tolerada y hasta aplicada). Para ello será 
necesario que el Juez determine la responsabilidad criminal 

del inculpado, pues de otro modo ello será inviable. 
Luego, el modelo procesal peruano actual, no se defi­

ne dentro de los modelos privatistas, ex oficio o de adhe­
sión (sin considerar los procesos por delitos privados en 

donde siempre será a instancia de parte); pues por un lado 
se deja en libertad a la víctima a fin de que se constituya 

en parte civil en el proceso penal -y pueda ser sujeto de 
reparación- y por otro, aunque lo anterior no suceda, igual 

será resarcida en su daño con montos y modos ridículos, 
creando problemas de paralelismo o dualidad en las repa­

raciones producto de un sólo hecho dañoso. 
Menos aún se han regulado los mecanismos de reser­

va de acción rcsarcitoria o de renuncia de la misma, sino 
de la prohibición o de no seguir en dos vías distintas (la 
civil y la penal -asunto este que según el nuevo CPP aún 
no vigente- si está regulado prohibiendo demandar civil­
mente al que con anterioridad se constituyó en parte civil, 
con ello se pretende la unicidad de procesos 7 ) el esclare­
cimiento y sentencia de un mismo hecho (el hecho consti­

tutivo del daño criminal y civil) lesionando de este modo 
el principio de economía y celeridad procesal. 

Así, el modelo peruano es muy confuso, pues la carga 
procesal de un Poder Judicial lento y con problemas de 

corrupción encarece de manera indebida la pretensión de 
la víctima, que lo que único que quiere es ser resarcida. 

Por último y ya para terminar, no debemos deJar de 

mencionar, siguiendo a Gimeno Sendra"2 la ganada fama 
y adepción que tienen los procesos monitorios «como 
medios de eliminar o paliar la lentitud y otros inconve­

nientes del proceso ordinario»"' con el que y según su 

reo; pues de otro modo, debido a la accesoriedad y eventualidad de la responsabi" 
lidad civil respecto de la crim1nal, si ésta decae la primera también y es el interés 
de la víctima que ello no suceda 

62 GIMENO SENDRA, Vicente y OTROS. Derecho Procesal. 3° edición. tomo 11. Va· 
lencia: Tiran! lo Blanch, 1989. p.33. 

63 Incorporado recientemente por nuestro legislador en el proyecto de Código Proce­
sal Penal, del 06 de abril de 1995, en el art. 435. 
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lógica « la comprobación tmne­
(/iata del hecho, imposición de la 
sanción o pena -y cómo no las 
sanciones civiles de carácter re­
parador-_,. posible oposición del 
condenado no conjárme ... " haría 

más efectiva y rápida el resarcimiento del daño a la vícti­
ma, así como menos tediosa la carga procesal a soportar. 
tanto para el órgano jurisdiccional como para los 
justiciables -más para la víctima-. 

LA MULTA 

La regulación de la pena de multa en el art. 2R del CP 
y desarrollada en los art. 41 y 44 del mismo CP, supone la 
introducción del sistema ele penas alternativas, conjuntas 
o sustitutorias en nuestro sistema represivo, en tanto se 
puede J"ijar sola (de acuerdo a cada delito) o conjuntamen­
te con alguna que implique limitación de derechos o sus­
pensión de ejecución de rallo condenatorio, como medida 
alternativa a la pena privativa de libertad. 

La multa se define como «aquella pena que consiste 
en el pago de una cierta cantidad de dinero, cuyo destina­
tano es el estado»."' 

De acuerdo a ello, debemos decir que la pena de multa 
es ventajosa en tanto suponga la introducción de J"órmulas 
de sustitución alternativa de penas, cuando éstas son de 
poca duración o cuando por constatación del fracaso de 
ellas. frente a comportamientos criminales especiales; las 
penas resultan inocuas. Obviamente las multas deben man­
tener su carácter penal.''; Así, debemos mencionar las ven­
tajas que supone esta pena: 
a) no se da el efecto criminó geno que tiene la pena pri­

vativa de libertad. 
h) es una pena que deja en su entorno social y laboral al 

condenado, con lo cual no se obstaculizan los fines 
preventivo especiales de la ejecución de pena. 

e) es un ingreso para el estado, no un gasto. 
d) su aplicación repetida, no merma sus efectos 

allictivos. 
e) en caso de error judicial la subsanación es fácil. 
n es idónea para los delitos cometidos con ánimo de 

lucro."" 
Siguiendo a Maguelone Zodcr, la doctrina reconoce 

una clasificación de la pena de multa la misma que puede 
ser estructurada de la siguiente manera: 
1) Pena de multa como propia: reguladas en la parte es­

pecial del Código Penal y asignadora de esta pena a 
cada tipo penal en específico. La multa se puede fijar 
como pena única o como pena alterna o conjunta a 
otra (se aplica una o la otra, o ambas a la vez) En el CP 
peruano gran parte de los delitos económicos han sido 
estructurados de esta forma. 

2) Pena de multa como subsidiaria. En este tipo, la multa 
como pena se impone de modo que la entidad del de­
lito que se reprime contiene dentro de su propia confi­
guración alguna circunstancia que califique la posibi­
lidad a manera de atenuante. En el sistema penal 
peruano, éstas se hacen asimilables a las fórmulas de 

64 MAGUELONE ZODER, Isabel. Las consecuencias juridicas económicas del delito 
fu: Reflexrones sobre las ... " Madrid: Tecnos. 1995. Pág. t64. 

65 En Alemania y España, y a nivel de CE, se diferencia a efectos de la sanc1ón de los 
delrtos económicos a la multa administrativa y la multa penal Cf. GÓMEZ INfESTA. 
D1ego. Apuntes de clases en Derecho Penal Económico. Albacete, Castilla - La 
Mancha. febrero-abril. 1995. 

66 MAGUELONE ZODER.Isabel Ob. Cit Pág. t65 

conversión de las penas cuyo marco de acción están 
dadas para delitos menos graves o circunstancialmen­
te atenuados. reconocidas en al art. 52 del CP peruano 

3) Pena ele multa como sustitutiva. En esencia son lo que 
se conoce como penas susceptibles de conversión. En 
el CP peruano han sido reconocidas en el art. 52 y ss. 

EL COMISO 

El comiso no es un pena (dentro de nuestro ordena­
miento penal), pero sí es una consccuenciajurídica acce­
soria del delito. por tanto su imposición obedece a crite­
rios no punitivos sino económicos: de ahí su encuadra­
miento como tal. 

Si la responsabilidad civil se va a materializar en tanto 
se produzca un daño, el comiso se va a producir en tanto 
la comisión del delito suponga la existencia de bienes de 
orden patrimonial que son producto de los beneficios eco­
nómicos aprovechados y producidos por el responsable 
penal (o por el procesado, en vía cautelar) en relación al 
delito y siempre que el titular del hicnjurídico sea el Esta­
do. Al ser accesoria. se requiere de una condena por el 
delito a fin de posibilitar su imposición. El CP peruano lo 
regula en el art. 102, asimilando su concepto al del retiro 
expropiatorio (no asimilable a la expropiación en sentido 
civil) de los instrumentos del delito. lo t¡fte en términos 
procesales vendría a ser la incau/acir)n. De esta manera. 
el CP peruano se adhiere al modelo español en cuya inspi­
ración se abocó de acuerdo al art. 4~ del anterior CPE y 
actualmente recogido en el art. 127 del CPE de 1995. 

La doctrina alemana sin embargo. diferencia al comi­
so ele la confiscación. Será confiscacitín cuando los efec­
tos expropiatorios tengan por objeto a los bienes patrimo­
niales efecto del delito (plusvalía) y comiso cuando dichos 
bienes constituyan instrumento del delito-'' 7 Nosotros con­
sideramos que la conccptuali~:ación Alemana es más 
acertada pues diferencia de modo debido una de la otra. 
Siendo en todo caso una información dogmática que no 
dudamos en exponer en el presente trabajo. tal como lo 
hemos hecho al inicio. 

La doctrina ha discutido acerca de la naturale;:ajurídi­
ca que ésta dcha tener. en especial la española, llegando a 
ensayar razonamientos que nos hablan de un comiso como 
pena o como medida ele seguridad''' llegando a ser mayori­
taria la postura de que en sí es una sanción sui géncris: ya 
que ni es preventivo general ni ascguratoria ( prevcnciún 
especial). Siendo esto así, la lógica de control social de la 
cual son parte las consecuencias accesorias y encuadradas 
dentro del esquema directriz de la tesis de la defensa so­
cial; hace correcta que dentro del CP peruano así como en 
el actual código español, se hayan recogido en el capítulo 
referido a las consecuencias accesorias: no afirmando de 
este modo ninguna naturaleza sancionadora-'•'! 

Respecto de los diversos problemas de interpretación 
de esta norma del CP. tales como al ámbito de aplicación. 
el objeto del comiso, su extensión, destino de lo decomi­
sado, etc;"'son extremos cuya discusiún aún no agotada (y 
en nuestro medio ni siquiL~ra ocupada) vamos a no tocar 
por ahora. lD&Sl 
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